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«La LOSU se tiene 

que desarrollar en 

todos los campus 

y aún no sabemos 

cómo se va a hacer»

Consideran 

que la norma es 

«inaceptable» si no 

hay una sufi ciente 

dotación económica 

brayado asimismo que la política 
de becas y ayudas al estudio es 
«muy insufi ciente» y el país sigue 
alejado de la media de los países 
vecinos. Según los autores, las be-
cas y ayudas suponen hoy el 0,10% 
del PIB español, mientras que en 
el UE 27 se eleva al 0,21%. «Un des-
equilibrio claro que signifi ca que 
la igualdad de oportunidades no 
está satisfecha en España. Tendría 
que mejorar al menos en 900 mi-
llones» extra. 
   En materia de personal docente 
e investigador, la aplicación de las 
disposiciones de la nueva ley su-
pone un coste directo extra para 
las universidades públicas de 844 
millones, y que la Crue defi ende 
deben ser fi nanciados por los Pre-
supuestos Generales del Estado.
El Personal Docente e Investiga-
dor. La LOSU limita el impacto 
presupuestario a dos objetivos 
relacionados con el Personal Do-
cente e Investigador: tasas de re-
posición de las plantillas del 120% 
y adecuación al objetivo de reduc-
ción de la temporalidad hasta el 
8%.
  Según la LOSU, en 2024/25, las 
universidades públicas deberán 
hacer frente a los costes de las li-
mitaciones horarias de los docen-
tes de asociados, ayudantes doc-
tores y profesorado permanente 
por un importe de 225 millones.  
Asimismo, la reducción de la tem-
poralidad y la mejora de la calidad 
de la plantilla para 2030 supon-
drán un coste adicional para las 
universidades públicas de 424 mi-
llones. Además, la reposición 
anual de efectivos por jubilación 
del 120% lleva aparejado un coste 
extra de 195 millones por el pago 
de la Seguridad Social, que, hasta 
ahora lo asumía el Estado, ya que 
los jubilados cotizaban a Muface, 
ha destacado Pérez.

  Referido al mundo universita-
rio, ayer la Universidad Católica 
de Ávila (UCAV) presentó en el 
Ayuntamiento de San Sadurniño 
(A Coruña) el proyecto «Creación 
de una red de comercialización 
productos agroalimentarios km 0» 
para «potenciar y fortalecer» las 
explotaciones de huerta y fruta en 
la comarca de Ferrol. Dicho pro-
yecto forma parte del desarrollo 
de la tesis doctoral de Alejandro 
Martínez Vérez, en el marco del 
grupo de investigación «Produc-
ción Vegetal y Calidad Agroali-
mentaria», del Programa de Doc-
torado en Calidad Agroalimentaria 
y Medioambiente de la institución 
académica abulense.

Según ha informado en nota de 
prensa la UCAV, esta red de co-
mercialización tiene como «obje-
tivo principal la puesta en valor de 
los productos agroalimentarios 
km 0 de Galicia».

sitarias no aplicaba a la provisión 
de este servicio un principio de 
equidad: asignar los recursos por 
igual, con independencia del te-
rritorio de residencia.
   Entre 1996 y 2020, las comunida-
des pasaron de una inversión del 
0,36% a un 0,68% del PIB en gasto 
universitario, pero el gasto por es-
tudiante sigue presentando dife-
rencias de 57 puntos porcentuales 
entre regiones, han explicado Pé-
rez y Hernández. En muchos ca-
sos, el gasto en porcentaje del PIB 
es de mayor intensidad en territo-
rios con una menor renta per cá-
pita, lo que significa que, para 
ofrecer servicios universitarios 
equivalentes, estas autonomías se 
ven forzadas a invertir más de su 
renta disponible.
   Según Pérez, si hay que aplicar la 

financiación universitaria que 
«también se aplique la equidad. 
No se puede tomar como referen-
cia el 1% del PIB de cada comuni-
dad autónoma sino la financia-
ción equitativa de todos los 
estudiantes del país, por tanto no 
es una competencia exclusiva de 
las comunidades. Es imprescindi-
ble que el Gobierno lo tome en 
cuenta, son diferencias sustanti-
vas. Esta mejora de la equidad»,  
afi rmó Pérez, «puede costar al Go-
bierno unos 1.300 millones y que-
rríamos que el Estado arrastre a 
las comunidades y aporten lo que 
falta. Por ejemplo, Andalucía ha 
hecho un gran esfuerzo y casi roza 
el 1% de su PIB por lo que el Esta-
do lo que no puede hacer es casti-
garla». 
   Los autores del trabajo han su-
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La falta de 

fi nanciación, un lastre 

educativo para los 

universitarios

El coste de la LOSU 
para las universidades 

alcanza los 844 millones
►800 millones más de lo que recoge la ley. Los rectores reclaman 

al Gobierno que los incluyan en los Presupuestos Generales

E. Caballero. MADRID

Crue Universidades Españolas ha 
calculado que el coste directo de 
aplicar la reforma universitaria se 
eleva a unos 844 millones de euros, 
englobados en los más de 3.100 
millones de euros que se necesi-
tan para cumplir con el objetivo 
de pasar del 0,7 al 1% del PIB del 
gasto en una década que recoge la 
nueva ley, recoge Efe. Son resulta-
dos del informe «Financiación 
pública en la Ley Orgánica del Sis-
tema Universitario (LOSU)», pre-
sentado ayer por sus autores y la 
presidenta de la Crue, Eva Alcón, 
que reclama que sea la Adminis-
tración General del Estado la que 
desembolse la inyección presu-
puestaria necesaria para poder 
aplicar dicha norma, que entró en 
vigor en 2022.
   El objetivo del trabajo de Juan 
Hernández Armenteros (Univer-
sidad de Jaén) y José Antonio Pé-
rez (Universitat Politécnica de 
València) es cuantifi car el impac-
to de la ley en la fi nanciación pú-
blica universitaria y, entre sus 
conclusiones, considera que la 
norma es «inaplicable» si no hay 
una sufi ciente dotación económi-
ca. Alcón explicó que tras aprobar-
se la ley, que «reconoce la infrafi -
nanciación» de la Universidad, 
hay que articular cómo se aplica: 
«Es el mayor reto que tenemos 
ahora, la LOSU se tiene que desa-
rrollar en todos los campus y aún 
no sabemos cómo se va a hacer». 
Destacó que la Crue trabaja con el 
Ministerio de Ciencia, Innovación 
y Universidades y han pedido una 
reunión con su titular, Diana Mo-
rant, «para ver cómo podemos 
avanzar».
   En el informe se plantea que al-
canzar el objetivo del 1% del PIB 
de aquí a 2030 implica una inyec-
ción adicional de más de 3.100 
millones, y recuerda que actual-
mente casi ocho de cada diez 
euros del gasto universitario es 
aportado por las comunidades 
autónomas. Crue entiende que no 
solo son los gobiernos regionales 
los que deben asumir el impacto 
de la reforma sino el Gobierno 
central y sostiene que para ello no 
hay ninguna «restricción compe-
tencial». Recuerda que la transfe-
rencia de competencias de la edu-
cación universitaria se produjo 
entre 1985 (Cataluña) y 1996 (Ba-
leares), aplicando el principio del 
«coste efectivo» –gasto universita-
rio del Estado en cada territorio en 
el momento de cada traspaso–, 
con diferencias de más de 70 pun-
tos porcentuales entre territorios. 
En este sentido, considera «evi-
dente» que cuando el Estado ges-
tionaba las competencias univer-
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